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1. INTRODUCCIÓN 
El año 2003 nos ha traído una gran cantidad de nuevas disposiciones 
procesales. Las innovaciones se han producido en las principales ramas de 
nuestra disciplina, aunque con especial insistencia en el ámbito orgánico y en 
el procesal penal, afectando a importantes instituciones. Por ello, no resulta 
fácil la puesta al día, siquiera someramente, sobre todo si se tiene en cuenta, 
unas veces, la extensión de la normativa aprobada y, otras, la inclusión de 
algunos de sus preceptos en diversos textos no propiamente procesales. Todo 
ello repercute en la dificultad de su conocimiento por parte de quienes están 
obligados a una permanente actualización legislativa. 
2. ORGANIZACIÓN DE TRIBUNALES 
Dos son las principales disposiciones (pero, no las únicas) que han afectado 
a diversos aspectos de nuestra organización judicial. En primer lugar, la Ley 
Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/ 
1985, de 1 de julio, del Poder Judicial; también, la Ley Orgánica 20/2003, de 
23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del 
Código Penal. Especialmente en la primera se contienen numerosos preceptos 
que han influido de manera notable en la regulación de los Juzgados y 
Tribunales, así como en el régimen de algunos de los profesionales que 
intervienen en ellos. 
Comienza la Exposición de Motivos de la primera de estas leyes afirmando 
que «el Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia ... fija entre sus 
objetivos que "la Justicia... actúe como poder independiente, unitario e 
integrado, con una estructura vertebrada, regida por una coherencia institu-
cional que le permita desarrollar más eficazmente sus funciones constitucio-
nales"...». Con independencia de la inoportunidad —a nuestro juicio— de la 
alusión a un acuerdo de índole estrictamente política en una reforma legal de 
esta envergadura, uno no puede dejar de preguntarse si con la misma se logra 
el objetivo perseguido. El comentario que sigue a las cuestiones más 
representativas e innovadoras nos podrá servir de ayuda. 
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2.1. Ley Orgánica del Poder Judicial 
Digna de mención resulta la nueva estructura de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, de 1985. El anterior Libro V (Del Ministerio Fiscal y demás personas 
e instituciones que cooperan con la Administración de Justicia y de los que la 
auxilian) y el Libro VI (Del personal al servicio de la Administración de Justicia) 
han sido sustituidos, tras la mencionada reforma, por el Libro V (De los 
secretarios judiciales y de la oficina judicial), el Libro VI (De los Cuerpos de 
Funcionarios al Servicio de la Administración de Justicia y de otro personal) 
y el Libro VII (Del Ministerio Fiscal y demás personas e instituciones que 
cooperan con la Administración de Justicia). Los restantes Libros han 
permanecido con la misma enunciación. 
Así pues, han aumentado los Libros; al mismo tiempo, el Libro V pasa a ser 
el Libro VII, el Libro V recibe nueva redacción (dedicado específicamente al 
Secretario judicial y a la oficina; a la par que han quedado sin contenido los 
artículos 279 a 291, que regulaban distintas funciones del fedatario judicial, 
que ahora se recogen en el Libro V) y se mantiene el Libro VI. 
Además, la reforma de la LOPJ ha repercutido en numerosos preceptos de 
la misma (que, en mayor o menor medida, afectan a aspectos tales como la 
competencia de determinados órganos jurisdiccionales, el Consejo General 
del Poder Judicial, las faltas y las sanciones, la abstención y la recusación, la 
nulidad de actuaciones, las resoluciones, el ingreso en las Carreras Judicial 
y Fiscal, la Escuela Judicial, los concursos, las situaciones administrativas de 
jueces y magistrados y la formación continua, entre otros). Se trata de 
diversos cambios introducidos en más de un centenar de artículos de los 
primeros Libros del cuerpo legal mencionado, lo que constituye una reforma 
—aunque parcial— notable. A ellos hay que añadir las profundas novedades 
recogidas en los citados Libros V a VII, con repercusión igualmente en más de 
otro centenar de preceptos. El efecto, pues, de la LO 19/2003, de 23 de 
diciembre, sobre la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial es muy relevante 
(a diferencia de la LO 20/2003, de 23 de diciembre, que tan sólo contiene una 
referencia exigida por la nueva Ley de Arbitraje). 
2.2. Nuevos órganos jurisdiccionales 
2.2.1. Juzgados de lo Mercantil 
La Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio (BOE de 10), para la Reforma 
Concursal, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, crea los Juzgados de lo Mercantil. De este modo, con carácter 
general, en cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, 
habrá uno o varios Juzgados de lo Mercantil. También podrán establecerse en 
poblaciones distintas de la capital de provincia, en determinados supuestos, 
así como establecerse Juzgados de este tipo que extiendan su jurisdicción a 
dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma. Los Juzgados de lo 
Mercantil de Alicante tendrán competencia, además, para conocer, en  
primera instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos litigios que se 
promuevan al amparo de lo previsto en los Reglamentos números 40/94, del 
Consejo de la Unión Europea, de 20 de diciembre de 1993, sobre la marca 
comunitaria, y 6/2002, del Consejo de la Unión Europea, de 12 de diciembre 
de 2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta 
competencia dichos Juzgados extenderán su jurisdicción a toda España, y a 
estos solos efectos se denominarán Juzgados de Marca Comunitaria. 
Al respecto, hay que tener en cuenta el Acuerdo Reglamentario 7/2003, 
de 23 de septiembre (BOE de 3 de octubre), del Pleno del Consejo General del 
Poder Judicial, por el que se modifica el Reglamento 1/1995, de 7 de junio, 
de la Carrera Judicial, en lo relativo a la especialización de Miembros de la 
Carrera Judicial en los asuntos propios de los órganos de lo Mercantil. 
Para la segunda instancia, se atribuye su conocimiento a las Audiencias 
Provinciales, debiendo especializarse a tal fin una o varias de sus Secciones. 
Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante que 
se especialicen en esta materia conocerán, además, en segunda instancia y 
de forma exclusiva, de todos aquellos recursos sobre la marca comunitaria y 
sobre los dibujos y modelos comunitarios. En este caso, extenderán su 
jurisdicción a toda España y a estos solos efectos se denominarán Tribunales 
de Marca Comunitaria. 
2.2.2. Sala de Apelación de la Audiencia Nacional 
Esta Sala conocerá de los recursos de esta clase que establezca la ley 
contra las resoluciones de la Sala de lo Penal (por Ley Orgánica 19/2003, de 
23 de diciembre, se modifica la Ley Orgánica del Poder Judicial, dando nueva 
redacción al artículo 64 y creando el nuevo artículo 64 bis). Ello se debe a la 
instauración de la segunda instancia en nuestra justicia penal para aquellos 
procesos en los que hasta entonces no existía. 
2.2.3. Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria 
Se hace preciso crear estos órganos, explica el legislador, con el fin de 
conseguir una unificación de criterios en el marco del control de las penas en 
el ámbito de los delitos instruidos y enjuiciados por la Audiencia Nacional. Con 
esta medida se pretende evitar la disfunción que pudiera ocasionarse entre 
la centralización de la instrucción y el enjuiciamiento que corresponde a los 
órganos jurisdiccionales de la Audiencia Nacional y el control de la ejecución 
de las sentencias por los Jueces de Vigilancia Penitenciaria en un ámbito y 
jurisdicción diferente a la que constituye el citado tribunal. Disfunción que, 
en nuestra opinión, se estaba produciendo y que había dado lugar a que 
surgieran patentes discrepancias en la práctica forense, especialmente en 
materia de terrorismo. 
En consecuencia, se introduce un nuevo apartado cuatro en el artículo 94 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que dice: en la villa de Madrid, con 
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jurisdicción en toda España, habrá uno o varios Juzgados Centrales de 
Vigilancia Penitenciaria que tendrán las funciones jurisdiccionales previstas 
en la Ley General Penitenciaria, descritas en el apartado 1 de este artículo, 
y demás que señale la ley, en relación con los delitos competencia de la 
Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de estos Juzgados Centra-
les será preferente y excluyente cuando el penado cumpla también otras 
condenas que no hubiesen sido impuestas por la Audiencia Nacional. Esta 
reforma ha sido llevada a cabo por la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo (BOE 
de 28), por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial (también han resultado afectados los artículos 65 y 82, así como su 
disposición adicional quinta), la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, 
General Penitenciaria (artículo 76) y la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de 
Demarcación y de Planta Judicial (artículos 1, 6 y 18). 
En relación con ello, la Comisión Permanente del Consejo General del 
Poder Judicial, en su sesión de 29 de mayo (BOE de 31) de 2003, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 57 del Reglamento 1/1986, de 22 
de abril, de Organización y Funcionamiento del Consejo General del Poder 
Judicial, acordó atribuir al titular del Juzgado Central de Menores las 
funciones del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria, en régimen de 
compatibilidad. 
2.3. La Oficina judicial 
Constituye una de las novedades más destacables de la citada reforma de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial. Aunque su denominación ya era utilizada 
por algunos a nivel teórico, ahora se consagra de forma legal, abandonándose 
el término de Secretaría y optándose por éste de clara influencia foránea. Se 
presenta como la organización de carácter instrumental que sirve de soporte 
y apoyo a la actividad jurisdiccional de jueces y tribunales. Su estructura 
básica, que será homogénea en todo el territorio nacional como consecuencia 
del carácter único del Poder al que sirve, estará basada en los principios de 
jerarquía, división de funciones y coordinación. Funcionará con criterios de 
agilidad, eficacia, eficiencia, racionalización del trabajo, responsabilidad 
por la gestión, coordinación y cooperación entre Administraciones, de 
manera que los ciudadanos obtengan un servicio próximo y de calidad, con 
respeto a los principios recogidos en la Carta de Derechos de los ciudadanos 
ante la Justicia. Sus puestos de trabajo, continúa el artículo 435, sólo podrán 
ser cubiertos por personal de los Cuerpos de funcionarios al servicio de la 
Administración de Justicia. 
Obsérvese que la redacción legal no habla de jueces y magistrados, ni de 
Juzgados y Tribunales, sino que emplea una forma mixta alusiva al mismo 
tiempo al personal judicial y a los órganos, lo que puede inducir a confusión, 
o, al menos, a falta de claridad, cuando más adelante se alude al Poder al que 
sirve (se entiende Judicial). 
Se prevé que el diseño de la Oficina judicial sea flexible. Su dimensión y 
organización se determinarán, por la Administración pública competente, en 
función de la actividad que en la misma se desarrolle. Podrá prestar su apoyo 
a órganos de ámbito nacional, de comunidad autónoma, provincial, de partido 
judicial o de municipio, extendiéndose su ámbito competencial al de los 
órganos a los que presta su apoyo, incluso con ámbito comarcal. También, 
pueden desempeñar sus funciones al servicio de órganos de una misma 
jurisdicción, de varias jurisdicciones o a órganos especializados. 
El elemento organizativo básico de la estructura de la Oficina judicial es 
la unidad, que, a su vez, puede ser de dos tipos: unidad procesal de apoyo 
directo y servicio común procesal. 
La primera es aquélla que directamente asiste a jueces y magistrados en 
el ejercicio de las funciones que les son propias, realizando las actuaciones 
necesarias para el exacto y eficaz cumplimiento de cuantas resoluciones 
dicten. Existirán tantas unidades de apoyo directo como juzgados o, en su 
caso, salas o secciones de tribunales estén creados y en funcionamiento, 
integrando junto a sus titulares el respectivo órgano judicial. Contará con un 
Secretario judicial que ejercerá las competencias y funciones que le son 
propias y con los puestos de trabajo necesarios para la atención del órgano 
de que se trate. 
Por su parte, el servicio común procesal es aquella unidad de la oficina 
judicial que, sin estar integrada en un órgano judicial concreto, asume 
labores centralizadas de gestión y apoyo en actuaciones derivadas de la 
aplicación de las leyes procesales. Prestará su apoyo a todos o a algunos de 
los órganos judiciales de su ámbito territorial, con independencia del orden 
jurisdiccional al que pertenezcan y la extensión de su jurisdicción. Podrán 
estructurarse en secciones. A su frente habrá un Secretario judicial, de quién 
dependerán funcionalmente el resto de los secretarios judiciales y el personal 
destinado en los puestos de trabajo en que se ordene el servicio de que se 
trate, el cual deberá hacer cumplir, en el ámbito organizativo y funcional que 
le es propio, las órdenes y circulares que reciba de sus superiores jerárquicos. 
Además de la Oficina judicial, se contempla en la reforma legal comentada 
la unidad administrativa. Se trata de aquélla que, sin estar integrada en la 
primera, se constituye en el ámbito de la organización de la Administración 
de Justicia para la jefatura, ordenación y gestión de los recursos humanos de 
la Oficina judicial sobre los que se tienen competencias, así como sobre los 
medios informáticos, nuevas tecnologías y demás medios materiales. Asimis-
mo, dentro de dichas unidades, el Ministerio de Justicia y las comunidades 
autónomas en sus respectivos ámbitos, podrán establecer oficinas comunes 
de apoyo a una o varias oficinas judiciales, para la prestación de servicios, 
cuya naturaleza no exija la realización de funciones encomendadas como 
propias a los funcionarios de los Cuerpos de la Administración de Justicia y que 
se consideren necesarios o convenientes para el buen funcionamiento de las 
mismas. 
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2.4. El Secretario judicial 
También la reforma de la LOPJ le ha afectado directamente. Lo primero 
que llama la atención es el mantenimiento de la denominación del fedatario. 
A pesar de las infundadas opiniones de algunos —entre los que no faltan, 
lamentablemente, tampoco miembros del propio estamento profesional (que 
abogan por nombres tales como notario judicial, técnico procesal, relator, 
etcétera)—, se mantiene el tradicional nombre de Secretario. No encontra-
mos razón de peso que justifique la realización de ese pretendido cambio. 
2.4.1. Aspectos generales 
La definición se nos ofrece en el artículo 440. A tenor de éste, los 
secretarios judiciales son funcionarios públicos que constituyen un Cuerpo 
Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administra-
ción de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus 
funciones con el carácter de autoridad. 
Son numerosos los aspectos regulados en el capítulo dedicado al estatuto 
personal del fedatario judicial (categorías, selección, situaciones administra-
tivas, abstención y recusación, retribución, provisión de puestos de trabajo, 
etcétera). Llama la atención la previsión contenida en el apartado tres del 
artículo 451; conforme a ello, excepcionalmente, cuando no hubiera suficien-
te número de secretarios judiciales, en los supuestos de entradas y registros 
en lugares cerrados acordados por un único órgano judicial de la Audiencia 
Nacional y que deban ser realizados de forma simultánea, podrán los 
funcionarios del Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa, en sustitución 
del secretario judicial, intervenir en calidad de fedatarios y levantar el 
correspondiente acta. Sin embargo, ello contrasta con lo previsto en la 
disposición adicional sexta, que establece que, a partir de la entrada en vigor 
de esta ley, quedan sin efecto las habilitaciones concedidas al amparo del 
artículo 282.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 6/1995. También, el 
número uno, in fine, del artículo 452, prescribe que las funciones de los 
secretarios judiciales no serán objeto de delegación ni de habilitación (sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 451.3). 
2.4.2. Funciones 
Los secretarios judiciales desempeñarán sus funciones con sujeción al 
principio de legalidad e imparcialidad en todo caso, al de autonomía e 
independencia en el ejercicio de la fe pública judicial, así como al de unidad 
de actuación y dependencia jerárquica en todas las demás que les encomien-
den esta ley y las normas de procedimiento respectivo, así como su reglamen-
to orgánico. En el ejercicio de sus funciones, cumplirán y velarán por el 
cumplimiento de todas las decisiones que adopten los jueces o tribunales en 
el ámbito de sus competencias. Colaborarán con las comunidades autónomas 
con competencias asumidas para la efectividad de las funciones que éstas  
ostentan en materia de medios personales y materiales, dando cumplimiento 
a las instrucciones que a tal efecto reciban de sus superiores jerárquicos. 
La nueva regulación legal recoge las diferentes funciones que correspon-
den al fedatario judicial y que, sucintamente expuestas, son las siguientes: 
Ejercicio de la fe pública judicial, con exclusividad y plenitud. En el 
ejercicio de esta función, dejará constancia fehaciente de la realiza-
ción de actos procesales en el tribunal o ante éste y de la producción 
de hechos con trascendencia procesal mediante las oportunas actas y 
diligencias. Cuando se utilicen medios técnicos de grabación o repro-
ducción, garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o 
reproducido. Expedirá certificaciones o testimonios de las actuaciones 
judiciales no declaradas secretas ni reservadas a las partes, con 
expresión de su destinatario y el fin para el cual se solicitan. Autorizará 
y documentará el otorgamiento de poderes para pleitos, en los términos 
establecidos en las leyes procesales. En el ejercicio de esta función no 
precisará de la intervención adicional de testigos. 
Responsabilidad de la función de documentación que le es propia, así 
como de la formación de los autos y expedientes, dejando constancia 
de las resoluciones que dicten los jueces y magistrados, o ellos mismos 
cuando así lo autorice la ley. Ejercerá competencias de organización, 
gestión, inspección y dirección del personal en aspectos técnicos 
procesales, asegurando en todo caso la coordinación con los órganos de 
gobierno del Poder Judicial y con las comunidades autónomas con 
competencias transferidas. Garantizará que el reparto de asuntos se 
realiza de conformidad con las normas a tal efecto aprobadas, y será 
responsable del buen funcionamiento del registro de recepción de 
documentos, expidiendo en su caso las certificaciones solicitadas por 
las partes. Facilitará a las interesadas, y a cuantos manifiesten y 
justifiquen un interés legítimo y directo, la información que soliciten 
sobre el estado de las actuaciones judiciales no declaradas secretas ni 
reservadas. A tal fin, se prescribe que promoverá el empleo de los 
medios técnicos, audiovisuales e informáticos de documentación con 
que cuente la unidad donde presta sus servicios (sorprende el carácter 
imperativo, no sólo recomendable, de la redacción legal en este último 
punto). 
Dación de cuenta, que se realizará en los términos establecidos en las 
leyes procesales y a la que la reforma de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial dedica escasa atención. 
Impulsión del proceso, igualmente en los términos establecidos en la 
normativa procesal. A tal efecto, dictará las resoluciones necesarias 
para la tramitación del proceso, salvo aquéllas que estén reservadas 
por ley a jueces y magistrados. Estas resoluciones se denominarán 
diligencias, que podrán ser de ordenación, de constancia, de comuni-
cación o de ejecución. Las de ordenación serán recurribles ante el juez 
o el ponente, en los casos y formas previstos en la ley. Especial interés 
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reviste la atribución de competencias, cuando así lo prevean las leyes 
procesales, en las materias siguientes: ejecución (salvo aquellas com-
petencias exceptuadas por estar reservadas a jueces y magistrados), 
jurisdicción voluntaria (asumiendo su tramitación y resolución, sin 
perjuicio de los recursos que quepa interponer), conciliaciones (llevan-
do a cabo la labor mediadora que le sea propia) y cualesquiera otras que 
expresamente se prevean. En este sentido, se prevé otro tipo de 
resolución, el decreto; por el mismo se entiende la resolución que dicte 
el secretario judicial con el fin de poner término al procedimiento del 
que tenga atribuida exclusiva competencia, o cuando sea preciso o 
conveniente razonar su decisión. Será siempre motivado y contendrá, 
en párrafos separados y numerados, los antecedentes de hecho y los 
fundamentos de derecho en que se basa. 
Dirección en el aspecto técnico-procesal del personal integrante de la 
oficina judicial, ordenando su actividad e impartiendo las órdenes e 
instrucciones que estime pertinentes en el ejercicio de esta función. 
Responsabilidad del Archivo Judicial de Gestión, en el que, de confor-
midad con la normativa establecida al efecto, se conservarán y 
custodiarán aquellos autos y expedientes cuya tramitación no esté 
finalizada, salvo el tiempo en que estuvieren en poder del juez o del 
magistrado ponente u otros magistrados integrantes del tribunal. 
Encargo del depósito de los bienes y objetos afectos a los expedientes 
judiciales, así como del de las piezas de convicción en las causas 
penales, en los locales dispuestos a tal fin. Todo ello, sin perjuicio de 
las excepciones que puedan establecerse reglamentariamente en 
cuanto al destino que deba darse a éstos en supuestos especiales. 
Colaboración con la Administración tributaria en la gestión de los 
tributos que les sea encomendada en la normativa específica. 
Encargo de la estadística judicial, que se elaborará conforme a los 
criterios que se establezcan. Los Secretarios de Gobierno respectivos 
velarán por su cumplimiento contrastando la veracidad de los datos. 
Todas aquéllas otras que legal y reglamentariamente se establezcan. 
2.4.3. Ordenación del Secretariado 
Bajo la superior dependencia del Ministerio de Justicia, el Cuerpo de 
Secretarios Judiciales se ordena jerárquicamente en la forma que se deter-
mine en las relaciones de puestos de trabajo. En este sentido, realizarán todas 
aquellas funciones de naturaleza análoga a las que les son propias, inherentes 
al puesto de trabajo que ocupen y que les sean encomendadas por sus 
superiores. 
De abajo a arriba, la nueva ordenación se estructura del modo siguiente: 
- Secretario Coordinador Provincial. Habrá uno por provincia, nombrado 
por el Ministerio de Justicia por el procedimiento de libre designación, 
a propuesta del Secretario de Gobierno, de acuerdo con las comunida- 
des autónomas con competencias asumidas, de entre todos aquellos 
que se presenten a la convocatoria pública. 
Secretario de Gobierno. Habrá uno en el Tribunal Supremo, en la 
Audiencia Nacional, y en cada Tribunal Superior de Justicia, así como 
en las ciudades de Ceuta y Melilla (ano pertenecen éstas al Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía?), que ejercerá además las funciones 
de Secretario de la Sala de Gobierno del respectivo Tribunal. En estos 
Tribunales podrá existir, además, un Vicesecretario de Gobierno. 
Ostentará, como superior jerárquico, la dirección de los secretarios 
judiciales que prestan sus servicios en las oficinas judiciales dependien-
tes de dichos Tribunales y en las ciudades de Ceuta y Melilla. Será 
nombrado y removido libremente por el Ministerio de Justicia. En todo 
caso, para su nombramiento se recabará informe de la Sala de Gobierno 
del Tribunal respectivo así como del Consejo del Secretariado. 
Secretario General de la Administración de Justicia. Incardinado en la 
estructura del Ministerio de Justicia, será el órgano encargado de la 
dirección y coordinación de los Secretarios de Gobierno y del resto de 
secretarios judiciales. 
Consejo del Secretariado. Se presenta como instrumento de participa-
ción democrática del Cuerpo de Secretarios Judiciales. Se constituirá 
en el seno del Ministerio de Justicia, con funciones consultivas en las 
materias que afecten al mencionado cuerpo. Su organización, funcio-
namiento y competencias se desarrollarán reglamentariamente. 
2.5. Los Cuerpos de Funcionarios al servicio de la Administración 
de Justicia 
No puede decirse de la denominación profesional de los tradicionales 
funcionarios al servicio de la Administración de Justicia lo mismo que hemos 
hecho más arriba de los fedatarios. La reforma de la LOPJ ha procedido a un 
cambio radical en sus tradicionales denominaciones. 
Se dividen entre Cuerpos Generales y Cuerpos Especiales. Los primeros 
están concebidos para cuando su cometido consista esencialmente en tareas 
de contenido procesal, sin perjuicio de la realización de funciones adminis-
trativas vinculadas a las anteriores; son: el Cuerpo de Gestión Procesal y 
Administrativa (equivale al anterior Cuerpo de Oficiales; ha de colaborar en 
la actividad procesal de nivel superior, así como la realización de tareas 
procesales propias), el Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa 
(equivale al anterior Cuerpo de Auxiliares; le corresponde la realización de 
cuantas actividades tengan carácter de apoyo a la gestión procesal, según el 
nivel de especialización del puesto desempeñado, bajo el principio de 
jerarquía y de conformidad con lo establecido en las relaciones de puestos de 
trabajo) y el Cuerpo de Auxilio Judicial (equivale al anterior Cuerpo de 
Agentes Judiciales; le corresponde, con carácter general, bajo el principio de 
jerarquía y de acuerdo con lo establecido en las relaciones de puestos de 
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trabajo, la realización de cuantas tareas tengan carácter de auxilio a la 
actividad de los órganos judiciales). 
Los Cuerpos Especiales están concebidos para cuando su cometido suponga 
esencialmente el desempeño de funciones objeto de una profesión o titula-
ción específica; son éstos: el Cuerpo de Médicos Forenses, el Cuerpo de 
Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, el 
Cuerpo de Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses, y el Cuerpo de Ayudantes de Laboratorio del Instituto 
Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses. 
2.6. El Ministerio Fiscal 
La Ley 14/2003, de 26 de mayo (BOE de 27), modifica la Ley 50/1981, de 
30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio 
Fiscal. 
Con expresa mención del Pacto de Estado sobre la Justicia y de la 
compartida convicción de que esta institución pública constituye una de las 
piezas claves para el buen funcionamiento de la Administración de Justicia y, 
con ella, del propio Estado de Derecho, la Exposición de Motivos incide en la 
necesidad de su modernidad y del grado de eficacia con el que dicho Ministerio 
ejerza sus funciones. La reforma desarrolla, pues, el modelo constitucional, 
adaptando su organización y funcionamiento a las nuevas responsabilidades, 
incorporando plenamente principios constitucionales y democráticos como 
los de la temporalidad en el desempeño de los cargos, los criterios de mérito, 
especialización y formación, a la vez que refuerza el papel que le corresponde 
al Consejo Fiscal. 
Se consagra en esta reforma la actuación del Ministerio Fiscal en los 
procesos civiles cuando esté comprometido el interés social o afecten a 
menores, incapaces o desvalidos, así como su función de velar por la 
protección procesal de las víctimas, intervenir en los procesos de menores 
infractores y en las cuestiones de inconstitucionalidad y procesos laborales. 
Se incorporan, igualmente, los criterios de mérito, especialización, rendi-
miento y calidad de trabajo, junto con la antigüedad, para la promoción en 
el seno de la carrera fiscal. Las propuestas de nombramiento han de ser 
previamente informadas por el Consejo Fiscal, lo que, en teoría, añade una 
garantía de que el juicio de idoneidad va a ser fruto del análisis ponderado 
del grado de especialización y valía de cada uno de los candidatos. 
Se aborda la modernización y adaptación de la Secretaría Técnica como 
órgano de apoyo al Fiscal General del Estado, atribuyendo a la primera la 
coordinación de las funciones en materia de cooperación judicial internacio-
nal. Además, se pronuncia a favor de la incompatibilidad con el carácter 
vitalicio de las jefaturas, así como por la creación de los llamados Delegados 
de Jefatura, para obtener el óptimo aprovechamiento de los recursos 
humanos y de los medios materiales disponibles. Por otra parte, no se olvida 
la regulación del papel de las Juntas de Fiscalía, en las que el debate y el  
análisis de los distintos temas preceda a la toma de decisiones, así como el 
régimen disciplinario de la carrera fiscal. 
2.7. Procuradores 
El Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre (BOE de 20), aprueba el 
arancel de derechos de estos prestigiosos profesionales de los tribunales. 
Hay que recordar que la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone que se 
regularán con sujeción a los aranceles los derechos de los procuradores. 
Además, no sólo las nuevas funciones que les atribuye la legislación hacen 
necesaria una norma que regule los derechos arancelarios de estos profesio-
nales, sino también las numerosas reformas procesales acaecidas desde 1991 
inciden en la conveniencia de aprobar este nuevo Real Decreto regulador de 
los aranceles. Por otra parte, con relación a las cuantías, éstas se adecuan a 
las nuevas funciones, al tiempo que se introducen criterios de libre compe-
tencia entre estos profesionales, al facultárseles para pactar con el cliente 
un incremento o una disminución de hasta doce puntos porcentuales sobre las 
cuantías del arancel (a nuestro juicio, ello pugna, en cierta manera, con el 
propio carácter de arancel). 
2.8. Servicio Jurídico del Estado 
Por Real Decreto 997/2003, de 25 de julio (BOE de 7 de agosto), se aprueba 
su Reglamento. El objetivo perseguido en la elaboración del mismo, según la 
explicación previa del legislador, ha sido el de desarrollar la ley modernizando 
y sistematizando las normas preexistentes, adecuando su contenido a las 
normas generales vigentes en materia de función pública, organización y 
procedimiento administrativos y abordando la regulación de todos aquellos 
aspectos del Servicio Jurídico del Estado necesarios para la plena eficacia de 
la ley, evitando siempre una repetición superflua de los preceptos ya 
contenidos en ella. Sobre estas premisas, este Reglamento se articula en 
torno a tres principios básicos. 
En primer lugar, se reafirma el principio de unidad de doctrina como eje 
conceptual de la Abogacía del Estado, que permanece vigente desde su 
fundación y le permite actuar como una organización eficaz y cohesionada. 
En segundo lugar, se prevé una reorganización interna de las Abogacías del 
Estado que les permita cubrir satisfactoriamente el volumen de trabajo que 
les afecta, con una estructura adecuada, capaz de afrontar selectivamente 
las tareas a realizar. Finalmente, se considera imprescindible que el proceso 
modernizador adquiera un profundo alcance cualitativo, por lo que se 
constituye el Servicio Jurídico del Estado en la asesoría jurídica integral del 
sector público estatal y se posibilita, en una posición de vertebración 
nacional, la asistencia jurídica a las comunidades autónomas y a las corpora-
ciones locales mediante la suscripción de los oportunos convenios. 
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La regulación que se establece ofrece una vocación claramente unificado-
ra. Por ello, recoge prácticamente todas las normas específicas y dispersas 
que, con rango de Real Decreto, disciplinaban la actuación de los Abogados 
del Estado. El Reglamento se estructura en cinco títulos, que llevan por 
rúbricas sucesivas: «El Servicio Jurídico del Estado: organización y funcio-
nes», «Régimen de la función consultiva», «Régimen de la función contencio-
sa», «La inspección de los servicios de la Abogacía General del Estado» y 
«Disposiciones relativas al Cuerpo de Abogados del Estado». 
2.9. Asistencia Jurídica Gratuita 
Por Ley 7/2003, de 1 de abril (BOE de 2), de la sociedad limitada Nueva 
Empresa, se modifica la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada. Pues bien, en su disposición adicional segunda se 
modifica el párrafo primero del apartado 3 del artículo 10 de la Ley 1/1996, 
de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, en la redacción dada por la 
Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del 
orden social. 
En la nueva redacción se dispone que, en las Comisiones de Asistencia 
Jurídica Gratuita dependientes de la Administración General del Estado, los 
miembros que corresponden a la Administración pública serán un Abogado del 
Estado y un funcionario, que actuará como Secretario, perteneciente a 
cuerpos o escalas del grupo A, con destino en la Gerencia Territorial del 
Ministerio de Justicia correspondiente o, en su defecto, un funcionario de los 
citados cuerpos o escalas que preste sus servicios en la Delegación o 
Subdelegación del Gobierno del territorio de que se trate. 
Pero, sin duda, la novedad más importante en esta materia radica en la 
aprobación, por Real Decreto 996/2003, de 25 de julio (BOE de 7 de agosto), 
del nuevo Reglamento de asistencia jurídica gratuita. La creación del proceso 
especial para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos (en octubre 
de 2002) ha influido en ello. En efecto, la instrucción concentrada ante el 
Juzgado de Guardia, el juicio oral y la sentencia se han de producir con 
rapidez, estableciéndose al respecto plazos cortos. En consecuencia, se ha de 
asegurar la presencia de forma inmediata de los abogados, lo que tiene 
relación sin duda con esta materia, hasta el punto de que se divide el capítulo 
segundo (Procedimientos para el reconocimiento del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita) en dos secciones, una dedicada al procedimiento general y 
otra al procedimiento en los procesos especiales para el enjuiciamiento 
rápido de delitos. 
Asimismo, se recogen disposiciones generales, órganos competentes (con 
las normas de organización y funcionamiento de las Comisiones de Asistencia 
Jurídica Gratuita), organización de los servicios de asistencia letrada, 
defensa y representación (con la organización de la asistencia letrada de 
oficio, así como el reconocimiento, renuncia y cuestiones organizativas de la  
asistencia jurídica gratuita), la subvención y supervisión de los servicios de 
asistencia jurídica gratuita, y la asistencia pericial gratuita. 
Por lo que se refiere a la composición de las Comisiones de Asistencia 
Jurídica Gratuita, este Reglamento procede a su adaptación conforme a la 
modificación efectuada por la Ley 7/2003, de 1 de abril, comentada más 
arriba. 
Creemos que ha sido un acierto la aprobación de un nuevo Reglamento, 
poniendo fin a la dispersión legal, derogando el anterior y, en suma, 
incorporando las modificaciones producidas en los últimos años. 
Por otra parte, la Ley 40/2003, de 18 de noviembre (BOE de 19), de 
Protección a las Familias Numerosas, modifica el artículo 5 de la Ley 1/1996, 
de 10 de enero; de Asistencia Jurídica Gratuita, en el sentido de que, en 
atención a las circunstancias familiares del solicitante, se podrá conceder 
excepcionalmente el reconocimiento de este derecho a determinados solici-
tantes. 
Dentro de la materia comentada, resulta de interés la Sentencia del 
Tribunal Constitucional, 95/2003, de 22 de mayo, declarando que el inciso 
«legalmente» incluido en el apartado a) del artículo 2 de la Ley 1/1996, de 
10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, es inconstitucional y, por lo 
tanto, nulo. Esta resolución contiene unos votos particulares igualmente 
interesantes. 
2.10. Archivos judiciales 
La modernización de los mismos se ha llevado a cabo por el Real Decreto 
937/2003, de 18 de julio (BOE de 30). Como explica el legislador, es necesario 
fijar un sistema de gestión y custodia de la documentación judicial por el que 
se descongestionen los diferentes juzgados y tribunales, otorgando a cada uno 
de ellos su propio archivo con el que clasificar y custodiar todos aquellos 
expedientes que se encuentren en tramitación. Por el contrario, los que no 
están pendientes de tramitación se podrán enviar a los archivos territoriales 
o centrales o, en su caso, a la Junta de Expurgo, evitando así que ocupen un 
espacio innecesario. Esto exige una actualización y unificación de la norma-
tiva que regule el expurgo de los archivos de los juzgados y tribunales, así 
como el establecimiento de criterios que garanticen la más idónea conserva-
ción de cuantos documentos pudieran tener valor cultural, histórico, jurídico 
o administrativo, pues no hay que olvidar que la documentación que produce 
la Administración de Justicia constituye parte integrante del Patrimonio 
Documental y Bibliográfico. Este Real Decreto pretende la regulación unitaria 
y conjunta de esta materia, adecuándola a la realidad social y jurídica actual, 
consiguiendo un equilibrio entre la tradicional técnica archivística y el 
desarrollo creciente de las nuevas tecnologías. 
En cuanto a la mecánica de funcionamiento, ha de tenerse en cuenta que 
el Real Decreto se va a aplicar tanto al gran número de documentos en los que 
han transcurrido los respectivos plazos de caducidad o de prescripción, que 
396 
	
José de los S. Martín Ostos  Crónica Jurídica Hispalense/Derecho Procesal 
ocupan un espacio enorme en las sedes judiciales, como a las actuaciones en 
marcha a su entrada en vigor o las que se inicien en el futuro. Lo anterior, 
unido al hecho de que va a aplicarse en todos los órdenes jurisdiccionales, 
motiva que la redacción de las disposiciones sea necesariamente amplia, a fin 
de dar cabida a todos los supuestos que se presentan en la práctica judicial. 
2.11. Estadística judicial 
Por Acuerdo de 9 de julio de 2003 (BOE de 21), del Pleno del Consejo 
General del Poder Judicial, se aprueba el Reglamento 1/2003 sobre esta 
materia. 
Tiene como objeto regular la elaboración de manera sistemática y 
programada de estadísticas judiciales que permitan dar cumplimiento a las 
funciones encomendadas al Consejo General del Poder Judicial, en particular 
a la elaboración de la Memoria sobre el estado, funcionamiento, necesidades 
y actividades del propio Consejo y de los Juzgados y Tribunales de Justicia, 
a que se refiere el artículo 109.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así 
como a las encomendadas a la Inspección de Juzgados y Tribunales. La 
Estadística Judicial posibilita igualmente la planificación, desarrollo y ejecu-
ción de las políticas públicas relativas a la Administración de Justicia de otros 
responsables públicos con competencias en la materia, según dispone el 
artículo uno de este Reglamento. 
La elaboración de la Estadística Judicial se regirá por los principios de 
uniformidad, fiabilidad, pertinencia, relación coste/eficacia, secreto esta-
dístico y transparencia. El Consejo General del Poder Judicial, el Ministerio 
de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias asumidas esta-
blecerán conjuntamente la forma en que han de recogerse los datos, 
conceptos a utilizar, el tratamiento informático de los mismos, así como 
cuantos otros extremos se consideren necesarios. 
La estadística de cada concreto órgano j udicial, que se elaborará conforme 
a los criterios establecidos en el Plan y Programas de Estadística Judicial, será 
responsabilidad del Secretario judicial. Los Secretarios de Gobierno respec-
tivos velarán por la exactitud y puntualidad de los datos. 
2.12. Recopilación de las resoluciones judiciales 
Por Acuerdo de 9 de abril de 2003 (BOE de 1 de mayo) del Pleno del Consejo 
General del Poder Judicial, se aprueba la Instrucción 4/2003 sobre remisión 
de las resoluciones judiciales al Consejo General del Poder Judicial para su 
recopilación y tratamiento por el Centro de Documentación Judicial. 
El Tribunal Supremo, la Audiencia Nacional, los Tribunales Superiores de 
Justicia y las Audiencias Provinciales, bajo la supervisión de sus respectivos 
Presidentes, procederán a remitir periódicamente al Centro de Documenta-
ción Judicial del Consejo General del Poder Judicial copia de todas las 
sentencias y de otras resoluciones dictadas por el órgano jurisdiccional cuya  
publicación pueda resultar de interés. Asimismo, los Juzgados procederán a 
remitir las sentencias firmes y otras resoluciones judiciales, cuando así se les 
solicite por el Consejo General del Poder Judicial. Dicha remisión se hará por 
los respectivos Decanos o por los Magistrados o Jueces que ellos designen. 
La remisión se llevará cabo, al menos, con carácter mensual y compren-
derá todas aquellas resoluciones publicadas durante el período inmediata-
mente anterior al momento en que se efectúa el envío. Las resoluciones se 
remitirán ordenadas según su numeración y en soporte informático siempre 
que fuera posible. 
2.13. Tasas judiciales 
La Orden HAC/ 661 /2003, de 24 de marzo (BOE de 26), aprueba el modelo 
de autoliquidación de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en 
los órdenes civil y contencioso-administrativo y se determinan el lugar, la 
forma y los plazos para su presentación. 
Recuérdese que el artículo 35 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, introdujo en nuestro 
ordenamiento jurídico una nueva tasa, que tiene por objeto gravar la 
utilización, por parte de determinadas entidades, del ejercicio de la potestad 
jurisdiccional en los órdenes jurisdiccionales civil y contencioso-administra-
tivo 
El hecho imponible de la citada tasa está constituido por el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional, a instancia de los sujetos pasivos, mediante la 
realización de los siguientes actos procesales: en lo civil, la interposición de 
demanda en toda clase de procesos declarativos y de ejecución de títulos 
extrajudiciales, así como la formulación de reconvención; la interposición de 
recurso de apelación, extraordinario por infracción procesal, y de casación. 
En lo contencioso-administrativo está sujeta la interposición de recursos 
contencioso-administrativos, recursos de apelación y de casación. En ambos 
órdenes, el texto legal establece determinados supuestos de exención, tanto 
de naturaleza subjetiva como objetiva. 
2.14. Cooperación jurisdiccional internacional 
Los jueces y magistrados españoles que realizan actos en el ámbito de la 
cooperación judicial internacional se enfrentan a una labor en la que 
concurren elementos de gran complejidad. Uno de los principales objetivos 
de la Unión Europea consiste en mantener y desarrollar un espacio de 
libertad, seguridad y justicia en el que se garantice la libre circulación de las 
personas. El proceso de construcción de dicho espacio, así como el buen 
funcionamiento del mercado interior, exigen mejorar, simplificar y acelerar 
la cooperación judicial efectiva entre los Estados miembros, para lo cual la 
Unión Europea ha confiado principalmente en la estructura de cooperación en 
Red, es decir, la compuesta por puntos de contacto en cada uno de los Estados 
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miembros que asumen la función de facilitar los actos de cooperación 
judicial. 
Pues bien, a tal fin tiende el Acuerdo Reglamentario 5/2003, de 28 de mayo 
(BOE de 4 de junio), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el 
que se modifica el Reglamento 5/1995, de 7 de junio, de los aspectos 
accesorios de las actuaciones judiciales, en lo relativo a la cooperación 
jurisdiccional internacional. 
2.15. Consejo General del Poder Judicial 
No es la expuesta la única producción normativa del órgano de gobierno del 
Poder Judicial; al respecto hemos de añadir: la Instrucción 1/2003, de 15 de 
enero (BOE de 25), del Pleno de este órgano, sobre régimen de sustituciones, 
Magistrados suplentes y Jueces sustitutos; el Acuerdo Reglamentario 2/2003, 
de 26 de febrero (BOE de 10 de marzo), del mismo Pleno, por el que se 
modifica el Reglamento 5/1995, de 7 de junio, de los aspectos accesorios de 
las actuaciones judiciales, en lo relativo a los servicios de guardia; el Acuerdo 
Reglamentario 4/2003, de 12 de marzo (BOE de 21), también de su Pleno, por 
el que se modifica el Reglamento 1/1995, de 7 de junio, de la Carrera Judicial; 
y, por último, el Acuerdo Reglamentario 3/2003, de 12 de marzo (BOE de 21), 
del Pleno citado, por el que se modifica el Reglamento 1/2000, de 26 de julio, 
del Consejo General del Poder Judicial, de los Órganos de Gobierno de los 
Tribunales. 
3. DERECHO PROCESAL CIVIL 
3.1. Ley de Enjuiciamiento Civil 
La Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas 
y del orden social, ha modificado el artículo 955 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil de 1881. Recuérdese que, a pesar del nuevo texto rituario civil de 7 de 
enero de 2000, este precepto (referido a la ejecución de las sentencias 
dictadas por Tribunales extranjeros), entre otros, continúa vigente. La 
redacción reformada disponía que dicha ejecución se pediría al Tribunal 
Supremo, salvo que los Tratados dispusieran otra cosa. 
Pues bien, ahora se establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
tratados y otras normas internacionales, la competencia para conocer de las 
solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones 
judiciales y arbitrales extranjeras corresponde a los Juzgados de Primera 
Instancia del domicilio o lugar de residencia de la parte frente a la que se 
solicita el reconocimiento o ejecución, o del domicilio o lugar de residencia 
de la persona a quien se refieren los efectos de aquéllas; subsidiariamente la 
competencia territorial se determinará por el lugar de ejecución o donde 
aquellas sentencias y resoluciones deban producir sus efectos. 
También, la Ley 42/2003, de 21 de noviembre (BOE de 22), en materia de 
relaciones familiares de los nietos con los abuelos, modifica la LEC. De este 
modo, se añade un ordinal más al apartado uno del artículo 250, con la 
redacción siguiente: «13° (erróneamente, menciona el 12°). Las que preten-
dan la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del Código 
Civil. En estos casos el juicio verbal se sustanciará con las peculiaridades 
dispuestas en el capítulo I del título I del libro IV de esta ley». 
Por otra parte, la Ley 23/2003, de 10 de julio (BOE de 11), de Garantías 
en la Venta de Bienes de Consumo, introduce diversas modificaciones en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; así, se da nueva redacción al segundo párrafo del 
apartado cuarto del artículo 22, se añade un apartado tres al artículo 33, se 
añade un segundo párrafo al apartado tres del artículo 155, se redacta de 
nuevo el primer párrafo del apartado tres del artículo 161, se añade un 
apartado tres al artículo 437, se da nueva redacción al apartado tres del 
artículo 438, también al apartado tres del artículo 440, se modifica el 
apartado uno del artículo 447, y, por último, se añade un apartado cuatro al 
artículo 703. 
Además, se da nueva redacción al artículo 143 (en relación con la 
intervención de intérpretes) y se añade un nuevo apartado tres al artículo 525 
(sobre la ejecución provisional), ambos del cuerpo rituario civil (por Ley 
Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre). 
Otro precepto que experimenta nueva redacción es el artículo 757, en su 
apartado uno; queda así: la declaración de incapacidad puede promoverla el 
presunto incapaz, el cónyuge o quien se encuentre en una situación de hecho 
asimilable, los descendientes, los ascendientes, o los hermanos del presunto 
incapaz (Ley 41/2003, de 18 de noviembre (BOE de 19), de protección 
patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación del Código 
Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta 
finalidad). 
Finalmente, hay que decir que el Tribunal Constitucional, por providencia 
de 25 de marzo de 2003, admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad 
núm. 5090-2002, planteada por el Juzgado de Primera Instancia núm. 31 de 
Barcelona, en relación con el artículo 261.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
1/2000, de 7 de enero, por posible contradicción con el artículo 18.2 de la 
Constitución. 
3.2. Ley Hipotecaria 
Se adiciona un nuevo párrafo final al artículo 20 de la Ley Hipotecaria, 
según el texto refundido aprobado por Decreto de 8 de febrero de 1946, en 
los siguientes términos: no podrá tomarse anotación de demanda, embargo 
o prohibición de disponer, ni cualquier otra prevista en la ley, si el titular 
registral es persona distinta de aquella contra la cual se ha dirigido el 
procedimiento. En los procedimientos criminales podrá tomarse anotación de 
embargo preventivo o de prohibición de disponer de los bienes, como medida 
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cautelar, cuando a juicio del juez o tribunal existan indicios racionales de que 
el verdadero titular de los mismos es el imputado, haciéndolo constar así en 
el mandamiento. 
3.3. Arbitraje 
En el año que comentamos, se ha aprobado también una nueva regulación 
del arbitraje. En efecto, por Ley 60/2003, de 23 de diciembre (BOE de 26), 
es decir, en aproximadamente medio siglo, se ha procedido por tercera vez 
a la aprobación de una nueva normativa sobre esta institución 
Como se dice en su Exposición de Motivos, España se ha mostrado siempre 
sensible a los requerimientos de armonización del régimen jurídico del 
arbitraje, en particular del comercio internacional. Esta ley prolonga esa 
sensibilidad, esa vocación y esa práctica, pero con la pretensión de producir 
un salto cualitativo. Así, su principal criterio inspirador es el de basar el 
régimen jurídico español del arbitraje en la Ley Modelo elaborada por la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, de 
21 de junio de 1985 (Ley Modelo de CNUDMI/UNCITRAL), recomendada por la 
Asamblea General en su Resolución 40/72, de 11 de diciembre de 1985. El 
legislador español sigue la recomendación de las Naciones Unidas, acoge 
como base la Ley Modelo y, además, toma en consideración los sucesivos 
trabajos emprendidos por aquella Comisión con el propósito de incorporar los 
avances técnicos y atender a las nuevas necesidades de la práctica arbitral, 
particularmente en materia de requisitos del convenio arbitral y de adopción 
de medidas cautelares. 
La nueva regulación se sistematiza en nueve títulos: I. Disposiciones 
generales; II. Del convenio arbitral y sus efectos; III. De los árbitros; IV. De la 
competencia de los árbitros; V. De la sustanciación de las actuaciones 
arbitrales; VI. Del pronunciamiento del laudo y de la terminación de las 
actuaciones; VII. De la anulación y de la revisión del laudo; VIII. De la 
ejecución forzosa del laudo; y IX. Del exequátur de laudos extranjeros. 
3.4. Concurso 
La Ley 22/2003, de 9 de julio (BOE de 10), Concursal, constituye una 
novedad legislativa de primer orden dentro del año comentado. En efecto, 
como acertadamente se afirma en su Exposición de Motivos, esta ley persigue 
satisfacer una aspiración profunda y largamente sentida en el derecho 
patrimonial español: la reforma de la legislación concursal. El arcaísmo y la 
dispersión de las normas vigentes en esta materia son defectos que derivan 
de la codificación española del siglo XIX, estructurada sobre la base de la 
dualidad de códigos de derecho privado, civil y de comercio, y de la regulación 
separada de la materia procesal respecto de la sustantiva, en una Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Se aborda, así, la tan esperada como necesaria reforma 
global del derecho concursal español, sin duda una de las más importantes  
tareas legislativas pendientes en la modernización de nuestro ordenamiento 
jurídico. 
La reforma no supone una ruptura con la larga tradición concursal 
española, pero sí una profunda modificación del derecho vigente, en la que 
se han tenido en cuenta, según el legislador, las aportaciones doctrinales y 
prelegislativas realizadas en el ámbito nacional y las más recientes concre-
ciones producidas en la legislación comparada, así como los instrumentos 
supranacionales elaborados para la unificación y la armonización del derecho 
en esta materia. El resultado de esa delicada tarea es un texto legal que se 
propone corregir las deficiencias del anterior derecho con soluciones en las 
que puede apreciarse el propósito de coordinar la originalidad del nuevo 
sistema concursal con su armónica inserción en el conjunto de nuestro 
ordenamiento. 
La ley opta por los principios de unidad legal, de disciplina y de sistema. 
La regulación en un solo texto legal de los aspectos materiales y procesales 
del concurso es una opción de política legislativa que venía ya determinada 
por la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, al excluir esta materia de su ámbito 
y remitirla expresamente a la Ley Concursal. Además, se ha optado por el 
nombre de concurso, expresión clásica de la doctrina española. 
La competencia para conocer del concurso se atribuye a los nuevos 
Juzgados de lo Mercantil, que expusimos más arriba, al exponer la parte 
correspondiente a la organización de los tribunales. 
La Ley se estructura en nueve títulos: I. De la declaración de concurso; II. 
De la administración concursal; III. De los efectos de la declaración de 
concurso; IV. Del informe de la administración concursal y de la determina-
ción de las masas activa y pasiva del concurso; V. De las fases de convenio o 
de liquidación; VI. De la calificación del concurso; VII. De la conclusión y de 
la reapertura del concurso; VIII. De las normas procesales generales y del 
sistema de recursos; y IX. De las Normas de Derecho Internacional Privado. 
Con la misma fecha, la Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio, para la Reforma 
Concursal, modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 
Esta Ley Orgánica recoge aquellas disposiciones de la reforma concursal 
que, por su naturaleza o por afectar a normas vigentes de ese carácter, 
requieren dicho rango. La primera de estas disposiciones se refiere a los 
derechos fundamentales del deudor. La intervención de las comunicaciones, 
la imposición del deber de residencia y la entrada en el domicilio son medidas 
que, tanto en los supuestos de suspensión como en los de intervención del 
ejercicio de las facultades patrimoniales del concursado, pueden resultar 
necesarias para la normal tramitación del procedimiento, pero que siempre 
ha de adoptar el juez con las debidas garantías y motivando en todo caso la 
procedencia de la resolución. El arresto domiciliario del concursado ha de 
contemplarse, además, sólo como medida extrema en aquellos casos en que 
infrinja el deber de residencia, incumpla la prohibición de ausentarse sin 
autorización judicial o existan motivos fundados para temer que lo haga. 
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La misma Exposición de Motivos explica que el carácter universal del 
concurso justifica la concentración en un solo órgano judicial de las materias 
que se consideran de especial trascendencia para el patrimonio del deudor, 
lo que lleva a atribuir al juez del concurso jurisdicción exclusiva y excluyente 
en materias como las ejecuciones y medidas cautelares que puedan adoptarse 
en relación con el patrimonio del concursado por cualesquiera órganos 
jurisdiccionales o administrativos. 
Mediante la correspondiente modificación de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, esta atribución de jurisdicción exclusiva y excluyente se incorpora 
ahora expresamente a las competencias de los Juzgados de lo Mercantil. Con 
la creación de estos juzgados se persigue el lograr otros objetivos (que la 
totalidad de las materias suscitadas dentro de su jurisdicción sean resueltas 
por titulares con conocimiento específico de la materia, lo que facilitará unas 
resoluciones de calidad en un ámbito de indudable complejidad técnica; ello 
contribuirá a que esas resoluciones se dicten con mayor celeridad, pues ese 
especializado conocimiento se traducirá en mayor agilidad en el estudio y 
resolución de los litigios; además, se conseguirá más coherencia y unidad en 
la labor interpretativa de las normas; finalmente, estos juzgados especiali-
zados repercutirán en la redistribución del trabajo). Por ello, dicha especia-
lización debe implantarse también en la segunda instancia. 
Por último, la Ley 36/2003, de 11 de noviembre (BOE de 12), de medidas 
de reforma económica, en su disposición adicional tercera, introduce el 
siguiente apartado tres en la disposición adicional segunda de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal: «3. Las normas legales mencionadas en el apartado 
anterior se aplicarán con el alcance subjetivo y objetivo previsto en las 
mismas a las operaciones o contratos que en ellas se contemplan y, en 
particular, las referidas a las operaciones relativas a los sistemas de pagos y 
de liquidación y compensación de valores, operaciones dobles, operaciones 
con pacto de recompra o se trate de operaciones financieras relativas a 
instrumentos derivados». 
3.5. Venta de bienes de consumo 
La regulación de esta materia se ha realizado por la Ley 23/2003, de 10 de 
julio (BOE de 11). Por su interés, resumimos su artículo 12, relativo a la acción 
de cesación; dice así: podrá ejercitarse esta acción contra las conductas 
contrarias a lo prevenido por dicha Ley que lesionen intereses tanto colectivos 
como difusos de los consumidores y usuarios, en la forma y con las condiciones 
establecidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios. 
Están legitimados: el Instituto Nacional de Consumo y los órganos o 
entidades correspondientes de las comunidades autónomas y de las corpora-
ciones locales competentes en esa materia; las asociaciones de consumidores 
y usuarios que reúnan los requisitos establecidos en la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, o, en su caso,  
en la legislación autonómica; el Ministerio Fiscal; las entidades de otros 
Estados miembros de la Comunidad Europea constituidas para la protección 
de los intereses colectivos y difusos de consumidores que estén habilitadas 
mediante su inclusión en la lista publicada a tal fin en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas. 
Los jueces y tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la capacidad 
de la entidad habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar si la 
finalidad de la misma y los intereses afectados legitiman el ejercicio de la 
acción. Todas estas entidades citadas podrán personarse en los procesos 
promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno para la 
defensa de los intereses que representan. 
4. DERECHO PROCESAL CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
La Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas 
y del orden social, ha introducido algunas modificaciones en la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. De 
este modo, se reforman los apartados 7 y 8 del artículo 48 (sobre remisión del 
expediente administrativo, reclamación del mismo y multa, en su caso) y el 
artículo 112 (sobre la ejecución del fallo judicial y la imposición, igualmente, 
de multa, en su caso). En ambos casos nos encontramos en presencia de la 
mera conversión de pesetas en euros, a la vez que ante la exigencia de 
acreditación de la responsabilidad previo apercibimiento notificado perso-
nalmente para formular alegaciones. Además, en el apartado 8 del primer 
precepto mencionado, se prevé un recurso de súplica contra el auto en el que 
se acordare la imposición de multa, en lugar de la anterior audiencia en 
justicia. 
5. DERECHO PROCESAL PENAL 
Igualmente, esta especialidad procesal ha sufrido numerosas modificacio-
nes en el año comentado. Con evidente falta de técnica legislativa en 
ocasiones, se han abordado muchas cuestiones de interés. 
5.1. En materia de violencia doméstica 
En el momento de la incoación de cualquier proceso penal por estos delitos 
o faltas, el registro del procedimiento deberá realizarse utilizando la 
aplicación informática de gestión procesal correspondiente y de conformidad 
con lo dispuesto por la Comisión de Informática Judicial del Consejo General 
del Poder Judicial, quien deberá unificar los criterios de registro en esta 
materia; así lo dispone la Instrucción 3/2003, de 9 de abril, del Pleno del 
Consejo General del Poder Judicial, sobre normas de reparto penales y 
registro informático de violencia doméstica. 
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La misma Instrucción establece que las normas de reparto deberán atribuir 
el conocimiento de estos procesos con sometimiento a determinados criterios 
(será competente el Juzgado de Guardia para la tramitación de los procedi-
mientos por delito y para la celebración de los juicios de faltas; el Juzgado 
de Instrucción lo pondrá de forma urgente en conocimiento de la Oficina de 
Reparto; el Juzgado de Guardia practicará las actuaciones necesarias, 
especialmente las que tienen como finalidad la protección de la víctima; 
también, se recogen diferentes criterios según se trate de juicios de faltas en 
partidos judiciales con ocho o más Juzgados de Instrucción o, por el contrario, 
de juicios de faltas en partidos judiciales con siete o menos Juzgados de 
Instrucción, o con dos o más Juzgados de Primera Instancia e Instrucción). 
En cada Decanato existirá un Registro Informático de Violencia Doméstica, 
en el que se anotará una serie de datos recogidos de procesos penales por 
delitos o faltas cometidos contra las personas en materia de violencia 
doméstica; estos datos, en síntesis, serán: repartos realizados, señalamientos 
de determinados juicios rápidos, sentencias de conformidad, medidas 
cautelares acordadas y otras medidas de protección a la víctima, sentencias 
dictadas en algunos juicios de faltas y en recursos de apelación. 
Los Juzgados de Instrucción, los Juzgados de lo Penal y las Audiencias 
Provinciales remitirán inmediatamente a dicho Registro la información en 
cuestión. Este Registro tendrá carácter reservado, pudiendo ser consultado 
por cualquier órgano jurisdiccional y por el Ministerio Fiscal. Las Salas de 
Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia velarán por su creación. 
Además, el Juez de Instrucción dictará orden de protección para las víctimas 
de violencia doméstica en los casos en que, existiendo indicios fundados de la 
comisión de un delito o falta contra la vida, integridad física o moral, libertad 
sexual, libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas en el artículo 
173.2 del Código Penal, resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima 
que requiera la adopción de alguna de las medidas de protección reguladas en 
este precepto (se trata del apartado uno del artículo 544 ter, redactado por LO 
15/2003, de modificación del Código Penal). 
5.2. Competencia procesal 
5.2.1. Territorial 
Se añade un nuevo apartado dos al artículo 18 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, disponiendo que, no obstante lo anterior, será competente para 
conocer de los delitos conexos cometidos por dos o más personas en distintos 
lugares, si hubiera precedido concierto para ello, con preferencia a los 
indicados en el apartado anterior (que ahora es el uno), el juez o tribunal del 
partido judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial, siempre que 
los distintos delitos se hubieren cometido en el territorio de una misma 
provincia y al menos uno de ellos se hubiera perpetrado dentro del partido 
judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial. 
En similar dirección, se añade otro párrafo al artículo 25 del citado cuerpo 
procesal penal, en el sentido de que, entretanto no recaiga decisión judicial 
firme resolviendo definitivamente la cuestión promovida o aceptando la 
competencia, el Juez de Instrucción que acuerde la inhibición a favor de otro 
de la misma clase seguirá practicando todas las diligencias necesarias para 
comprobar el delito, averiguar e identificar a los posibles culpables y proteger 
a los ofendidos o perjudicados por el mismo. A tal efecto, la resolución que 
inicialmente acuerde la inhibición expresará esta circunstancia, y a ella se 
acompañará únicamente testimonio de las actuaciones. Dirimida la cuestión 
o aceptada la competencia por resolución firme, se remitirán los autos 
originales y las piezas de convicción al juez que resulte competente. 
Ambas reformas (no nos cansaremos de denunciar tan anómalo procedi-
miento legislativo) son introducidas por una Ley (concretamente, la Orgánica 
15/2003) reformadora del Código Penal. 
5.2.2. Funcional 
Se establece el recurso de apelación contra las resoluciones dictadas en 
primera instancia por las Audiencias Provinciales, así como el de todos 
aquellos previstos por las leyes; su conocimiento se atribuye a la Sala de lo 
Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia (nueva redacción del artículo 
73 LOPJ). 
Paralelamente, la nueva Sala de Apelación de la Audiencia Nacional 
conocerá de los recursos de esta clase que establezca la ley contra las 
resoluciones de la Sala de lo Penal (nuevo artículo 64 bis LOPJ). 
Ambas reformas (introducidas por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de 
diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial) se deben 
al establecimiento generalizado en nuestra justicia penal de una segunda 
instancia, poniendo fin a una etapa en la que, precisamente en los asuntos de 
mayor importancia, no cabía esta posibilidad de defensa. 
5.3. Procedimientos rápidos 
Contra el auto del Juzgado de Guardia incoando diligencias urgentes, no 
cabrá recurso alguno, a tenor de la nueva redacción que recibe el párrafo 
inicial del apartado uno del artículo 797 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
(reformada por Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la 
misma en materia de prisión provisional). 
También, en una Ley Orgánica modificadora del Código Penal (15/2003, de 
25 de noviembre), se introducen reformas (algunas de importancia) en la 
materia que nos ocupa, dentro de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; de este 
modo: resultan afectados los artículos 801 (conformidad ante el Juzgado de 
Guardia), 759 (cuestión de competencia entre Juzgados), 771 y 776 (informa-
ción de derechos al ofendido), 787 (sentencia de conformidad), 795 (ámbito 
de competencia; este precepto es de enorme importancia, por la ampliación 
406 
	
José de los 5. Martín Ostos  Crónica Jurídica Hispalense/Derecho Procesal 
	
407 
de los delitos sometidos al procedimiento rápido), 796 (citación de testigos 
y actuación de la Policía Judicial), 797 (citación y habilitación del abogado), 
798 (suficiencia de diligencias), 962, 965 y 966 (faltas). Una vez más, 
llamamos la atención sobre la improcedencia de modificar preceptos proce-
sales en una ley dedicada al Código Penal; la falta de sistemática y de rigor 
legislativo resulta patente. 
Con anterioridad, se habían modificado los apartados 1 y 2 del artículo 962, 
se había suprimido el apartado 2 del artículo 963 y se había corregido el 
apartado 1 del artículo 964, todos ellos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
(cambios introducidos por la LO 5/2003, de 27 de mayo). 
5.4. Orden europea de detención y entrega 
La Ley 3/2003, de 14 de marzo (BOE de 17), complementada por la Ley 
Orgánica 2/2003, de la misma fecha de aprobación y de publicación, 
persiguen, dentro del espacio europeo de libertad, seguridad y justicia, la 
sustitución de los tradicionales procedimientos extradicionales por una 
institución más sencilla y de ejecución más eficaz. Entre los numerosos 
aspectos que contemplan, definen la orden de detención europea, designan 
las autoridades competentes en España, el contenido de dicha orden, los 
gastos, su objeto, la transmisión de la orden, el procedimiento, las entregas 
temporales, su ejecución, las actuaciones iniciales, sus garantías, las causas 
de denegación, la detención y puesta a disposición de la autoridad judicial, 
la audiencia del detenido, su información adicional, el traslado temporal, la 
decisión sobre la entrega reclamada, los plazos, la entrega de personas y de 
objetos, la concurrencia de solicitudes, el principio de especialidad, el 
tránsito, la entrega ulterior, así como las inmunidades y los privilegios, 
etcétera. Se introducen modificaciones tan sustanciales en el clásico proce-
dimiento de extradición que, como explica el legislador en su presentación, 
puede afirmarse sin reservas que éste ha desaparecido de las relaciones de 
cooperación judicial entre los Estados europeos. 
5.5. Prisión provisional 
Por Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre (BOE de 27), se reforma la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal en esta materia. No es la primera vez (sospecha-
mos que tampoco será la última) en que, tras la aprobación del texto 
constitucional, se aborda la modificación legal de esta medida cautelar 
personal. La Exposición de Motivos de esta Ley alude a que no se puede 
esperar a la aprobación de un nuevo texto rituario criminal y que, entre los 
objetivos del Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia se encuentra el 
de adaptar aquélla a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Ésta ha ido 
imponiendo requisitos claros y exigentes para que dicha institución sea 
respetuosa con el contenido esencial del derecho a la libertad y del derecho 
a la presunción de inocencia. 
No faltan en la mencionada Exposición del legislador referencias sobrada-
mente conocidas sobre la prisión provisional que, a pesar de estar general-
mente admitidas entre los autores, no por ello resulta improcedente su cita, 
ni estaban siempre claramente recogidas en el articulado que en esta ocasión 
se modifica. De este modo, se recuerda que el máximo intérprete de la 
Constitución, en la sentencia 47 / 2000, elevó autocuestión de 
inconstitucionalidad sobre los artículos 503 y 504 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, y que la excepcionalidad y la proporcionalidad han de acompañar 
a la posible imposición de esta medida (la primera en cuanto que la libertad 
del imputado ha de ser la regla general durante el proceso; la segunda, como 
medida restrictiva de la libertad y de la presunción de inocencia, exige la 
adecuación de la prisión provisional a determinados fines, que tienen que ser 
constitucionalmente legítimos, es decir, el aseguramiento del normal desa-
rrollo del proceso, de la ejecución del fallo y de evitar el riesgo de reiteración 
delictiva). 
En consecuencia, se cambian los presupuestos para la adopción de la 
prisión provisional, estableciendo un límite mínimo (queda excluida si la pena 
prevista no supera los dos años de prisión), precisando los fines legítimos que 
la justifican (riesgo de que el imputado se sustraiga a la acción de la justicia, 
oculte, altere o destruya pruebas, o corneta nuevos delitos), regulando la 
duración (se prohíbe la prisión provisional indefinida y ha de mantenerse 
solamente mientras subsistan las causas que la justifican), exigiendo que su 
adopción sea a instancia de parte acusadora, tras la celebración de una 
audiencia, así como la necesidad motivada de su acuerdo, simplificando la 
tramitación de los posibles recursos contra su adopción y regulando más 
acertadamente sus modalidades (la atenuada y la incomunicada). 
De este modo, dentro de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se da nueva 
redacción a los artículos 502 a 511 del capítulo III (De la prisión provisional) 
del título VI (De la citación, de la detención y de la prisión provisional) del libro 
II (Del sumario), así como a los artículos 529, 530, 539 y 544 bis (éstos en 
relación con la libertad provisional), a la par que se derogan los artículos 504 
bis.2 y 517, y el párrafo segundo del 518. 
Efectivamente, como afirmamos más arriba, también, la Ley Orgánica 15/ 
2003, de modificación del Código Penal, introduce determinadas reformas en 
los artículos 504 (duración de la prisión provisional y tramitación preferente 
del procedimiento en el que se adopte), 508 (prisión atenuada) y 509 y 510 
(prisión incomunicada), todos ellos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Hemos de destacar el añadido de una disposición adicional segunda al 
texto rituario procesal criminal, con el contenido siguiente: las medidas 
cautelares de prisión provisional, su duración máxima y su cesación, así como 
las demás medidas cautelares adoptadas en el curso de los procedimientos 
penales, se anotarán en un registro central, de ámbito nacional, que existirá 
en el Ministerio de Justicia. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de 
Justicia, oídos el Consejo General del Poder Judicial y la Agencia de 
Protección de Datos, dictará las disposiciones reglamentarias oportunas 
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relativas a la organización y competencias de dicho registro central, deter-
minando el momento de su entrada en funcionamiento, así como el régimen 
de inscripción y cancelación de sus asientos y el acceso a la información 
contenida en el mismo, asegurando en todo caso su confidencialidad. 
5.6. Persecución de ciertas conductas punibles 
Como requisito de procedibilidad para perseguir procesalmente la calum-
nia o injuria contra particular, se exige la querella de la persona ofendida por 
el delito o de su representante legal (delito propiamente de carácter 
privado). Ahora bien, se procederá de oficio cuando la ofensa se dirija contra 
funcionario público, autoridad o agente de la misma sobre hechos concernien-
tes al ejercicio de sus cargos (delito público). 
Las amenazas, coacciones, injurias o vejaciones leves sólo serán perseguibles 
mediante denuncia de la persona agraviada o de su representante legal, salvo 
que el ofendido fuere alguna de las personas a las que se refiere el artículo 
173,2 del Código Penal, en cuyo caso se perseguirán de oficio, excepto las 
injurias. 
Los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial se perseguirán 
de oficio, perdiendo su condición de semiprivados (nueva redacción del 
artículo 287 del Código Penal). 
Todas estas modificaciones en la persecución procesal han sido introduci-
das por la Ley Orgánica 13/2003, de reforma del Código Penal. 
Por otra parte, con motivo de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo (BOE, 
de 11), para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad 
de los Concejales, se modifica el artículo 110 y se añade una nueva disposición 
adicional a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación con el ejercicio de 
acciones civiles y penales por parte del perjudicado por un delito o falta, 
admitiéndose en determinados casos que se persone en el proceso penal la 
Administración local, a la par que se asegure la confidencialidad de las 
víctimas. 
5.7. Diligencias de investigación 
Cuando se pusiera de manifiesto la existencia de huella o vestigios cuyo 
análisis biológico pudiera contribuir al esclarecimiento del hecho investiga-
do, el Juez de Instrucción adoptará u ordenará a la Policía Judicial o al médico 
forense que adopte las medidas necesarias para que la recogida, custodia y 
examen de aquellas muestras se verifique en condiciones que garanticen su 
autenticidad (párrafo tercero del artículo 326). 
Siempre que concurran acreditadas razones que lo justifiquen, el Juez de 
Instrucción podrá acordar, en resolución motivada, la obtención de muestras 
biológicas del sospechoso que resulten indispensables para la determinación 
de su perfil de ADN. A tal fin, podrá decidir la práctica de aquellos actos de 
inspección, reconocimiento o intervención corporal que resulten adecuados  
a los principios de proporcionalidad y razonabilidad (segundo párrafo del 
artículo 363). 
Igualmente, el Juez de Instrucción podrá autorizar al médico forense que 
asista en su lugar al levantamiento del cadáver, adjuntándose en este caso a 
las actuaciones un informe que incorporará una descripción detallada de su 
estado, identidad y circunstancias, especialmente todas aquellas que tuvie-
sen relación con el hecho punible (apartado seis del artículo 778). En la 
práctica, se ha planteado el problema de la orden de traslado, de forma que, 
si el Juez de Guardia no asiste al levantamiento del cadáver (asistencia que, 
en muchas ocasiones, no debería obviar), la fuerza actuante habrá de 
desplazarse al Juzgado para recabar aquélla. 
De nuevo hemos de decir que todas estas modificaciones de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal han sido introducidas por la LO 15/2003, de modifi-
cación del Código Penal. 
Dentro de esta relación, no podemos olvidar la disposición adicional 
tercera añadida al texto procesal citado, en el sentido de que el Gobierno, 
a propuesta conjunta de los Ministerios de Justicia y de Interior, y previos los 
informes legalmente procedentes, regulará mediante Real Decreto la estruc-
tura, composición, organización y funcionamiento de la Comisión nacional 
sobre el uso forense del ADN, a la que corresponderá la acreditación de los 
laboratorios facultados para contrastar perfiles genéticos en la investigación 
y persecución de delitos y la identificación de cadáveres, el establecimiento 
de criterios de coordinación entre ellos, la elaboración de los protocolos 
técnicos oficiales sobre la obtención, conservación y análisis de las muestras, 
la determinación de las condiciones de seguridad en su custodia y la fijación 
de todas aquellas medidas que garanticen la estricta confidencialidad y 
reserva de las muestras, los análisis y los datos que se obtengan de los mismos, 
de conformidad con lo establecido en las leyes. 
En otro orden, se modifica el artículo 442 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal en relación con el nombramiento de un intérprete de lengua de 
signos, si el testigo fuera sordo (Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre). 
5.8. Uso de videoconferencia 
Como viene siendo frecuente en los últimos años, dentro de los procesos 
de elaboración legislativa, se aprovecha la oportunidad de reformar una 
institución procesal determinada (por ejemplo, la prisión provisional) para 
introducir otros cambios que no siempre tienen que ver directamente con 
aquélla (por ejemplo, el uso de videoconferencia, en general). Lo expuesto 
es exactamente lo acontecido con la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, 
de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión 
provisional. 
Así, cuando los órganos judiciales dispongan de los medios técnicos 
precisos, se prevé la intervención del fiscal en las actuaciones de cualquier 
procedimiento penal, mediante la videoconferencia u otro sistema similar 
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que permita la comunicación bidireccional y simultánea de la imagen y el 
sonido (nuevo párrafo añadido al artículo 306 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal). Lo mismo se contempla en relación con imputados, testigos y 
peritos, por razones de utilidad, seguridad o de orden público, o la compa-
recencia resulte gravosa o perjudicial (la citada Ley Orgánica 13/2003 da 
contenido al artículo 325 y añade un nuevo artículo 731 bis, ambos de la 
LECRIM). 
En tal sentido, de modo complementario (por la repetidamente citada LO 
13/2003), se adiciona un nuevo apartado tres al artículo 229 de la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, más explícito en su 
redacción. En él se alude a la comunicación bidireccional y simultánea de la 
imagen y el sonido y la interacción visual, auditiva y verbal entre dos personas 
o grupos de personas geográficamente distantes, asegurando en todo caso la 
posibilidad de contradicción de las partes y la salvaguarda del derecho de 
defensa, cuando así lo acuerde el juez o tribunal. En estos casos, el secretario 
judicial del juzgado o tribunal que haya acordado la medida acreditará desde 
la propia sede judicial la identidad de las personas que intervengan a través 
de la videoconferencia mediante la previa remisión o la exhibición directa de 
documentación, por conocimiento personal o por cualquier otro medio 
procesal idóneo. 
5.9. Tribunal Penal Internacional 
Se regulan conductas punibles en relación con éste (testigo que falte a la 
verdad, presentación de pruebas falsas, destrucción o alteración de pruebas, 
influencia sobre un testigo o sobre un funcionario del Tribunal...), por la Ley 
Orgánica 15/2003, modificadora del Código Penal. 
Sin embargo, de especial importancia resulta la Ley Orgánica 18/2003, de 
10 de diciembre (BOE de 11) de Cooperación con la Corte Penal Internacional. 
Las razones principales de la misma se encuentran recogidas en su Exposición 
de Motivos, de la que extraemos algunos párrafos; a saber, en virtud de la 
autorización concedida por la Ley Orgánica 6/2000, de 4 de octubre, España 
ratificó, por Instrumento de 19 de octubre de 2000 (depositado el 25 de 
octubre), el Estatuto de la Corte Penal Internacional adoptado en Roma el 17 
de julio de 1998. Dicho Estatuto entró en vigor, conforme a lo dispuesto en 
su artículo 126, el 1 de julio de 2002. 
Se explica que la estructura de esta ley parte del presupuesto del carácter 
autoejecutivo de numerosos preceptos del Estatuto de Roma, en condiciones 
de positividad que permiten su aplicación directa por los tribunales, en 
aquellos sistemas, como el español, en los que los tratados pueden ser 
aplicados directamente cuando el contenido material de la norma internacio-
nal así lo permita. En lógico desarrollo de ese planteamiento, la ley sólo regula 
aquellos aspectos orgánicos, procesales y procedimentales que permitan la 
aplicación concreta del Estatuto, evitando reproducir preceptos de éste que 
serían redundantes. Entre otros aspectos, se incide en los siguientes: el  
llamado mecanismo de activación, eventuales conflictos competenciales 
entre la Corte y los tribunales españoles, la entrega a la Corte de una persona 
reclamada por la misma, auxilio judicial internacional, ejecución de senten-
cias, reparación a la víctima y competencia de la Audiencia Nacional para 
ciertos asuntos. 
5.10. Delincuencia organizada y terrorismo 
Hay que destacar diversas disposiciones. En primer lugar, la Ley Orgánica 
3/2003, de 21 de mayo (BOE de 22), complementaria de la Ley reguladora de 
los equipos conjuntos de investigación penal en el ámbito de la Unión 
Europea, por la que se establece el régimen de responsabilidad penal de los 
miembros destinados en dichos equipos cuando actúen en España (en 
resumen, se les aplicará el mismo régimen que a las autoridades y a sus 
agentes y a los funcionarios públicos españoles). 
En segundo lugar, la Ley Orgánica 4/2003, de 21 de mayo (BOE de 22), 
complementaria de la Ley de prevención y bloqueo de la financiación del 
terrorismo, por la que se modifican la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial (artículo 66), y la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (artículo 11.1). 
También, la Ley 11/2003, de 21 de mayo (BOE de 22), reguladora de los 
equipos conjuntos de investigación penal en el ámbito de la Unión Europea. 
La finalidad perseguida es incorporar a nuestro ordenamiento jurídico los 
mecanismos necesarios para crear equipos conjuntos de investigación penal 
en el ámbito de la Unión Europea. 
Por último, la Ley 12/2003, de 21 de mayo (BOE de 22), de prevención y 
bloqueo de la financiación del terrorismo. El principio en el que se inspira esta 
disposición es la posibilidad de bloquear cualquier tipo de flujo o posición 
financiera para evitar la utilización de los fondos en la comisión de acciones 
terroristas, disponiéndose a la vez de la capacidad para identificar y combatir 
los canales financieros del terrorismo, verificando la verdadera naturaleza de 
los fondos, su origen, localización, disposición y movimientos, o la identidad 
de los titulares reales de esas transacciones. 
5.11. Ejecución penal 
5.11.1. Clasificación y libertad condicional 
La Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio (BOE de 1 de julio), de medidas de 
reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, añade un nuevo 
apartado 5 a la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 
de julio, del Poder Judicial, en el sentido de que, cuando la resolución objeto 
del recurso de apelación se refiera a materia de clasificación de penados o 
concesión de la libertad condicional y pueda dar lugar a la excarcelación del 
interno, siempre y cuando se trate de condenados por delitos graves, el 
recurso tendrá efecto suspensivo que impedirá la puesta en libertad del 
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condenado hasta la resolución del recurso o, en su caso, hasta que la 
Audiencia Provincial o la Audiencia Nacional se haya pronunciado sobre la 
suspensión. Estos recursos se tramitarán con carácter preferente y urgente. 
Evidentemente, nos hallamos ante situaciones de gravedad por el delito y 
riesgo de huida por el condenado. 
5. 11.2. Responsabilidad civil 
La citada Ley Orgánica 7/2003, también introduce dos nuevos apartados, el 
5 y el 6, en el artículo 72 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 
Penitenciaria, exigiendo que la clasificación o progresión al tercer grado de 
tratamiento requerirá, además de los requisitos previstos por el Código Penal, 
que el penado haya satisfecho la responsabilidad civil derivada del delito (a tales 
efectos, se tendrá en cuenta: la conducta efectivamente observada en orden a 
restituir lo sustraído, reparar el daño e indemnizar los perjuicios materiales y 
morales; las condiciones personales y patrimoniales del culpable, para valorar 
su capacidad real, presente y futura en orden a satisfacer la responsabilidad civil 
que le correspondiera; las garantías que permitan asegurar la satisfacción 
futura; la estimación del enriquecimiento que el culpable hubiera obtenido por 
la comisión del delito y, en su caso, el daño o entorpecimiento producido al 
servicio público, así como la naturaleza de los daños y perjuicios causados por 
el delito, el número de perjudicados y su condición). 
Singularmente se aplicará lo expuesto cuando el interno haya sido 
condenado por la comisión de delitos de notoria gravedad contra el patrimo-
nio y contra el orden socioeconómico, de delitos contra los derechos de los 
trabajadores, de delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad 
Social, de determinados delitos contra la Administración Pública y de delitos 
de terrorismo o cometidos en el seno de organizaciones criminales (en este 
último supuesto se exigirán, además, unos requisitos complementarios: 
abandono de la actividad criminal y violenta, colaboración activa con la 
autoridad, repudio de la actividad delictiva y solicitud de perdón a las 
víctimas, entre otros). 
En la misma dirección, dicha Ley reforma el artículo 989 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (que no tiene carácter de ley orgánica), dando nueva 
redacción a su apartado uno y añadiendo un nuevo apartado dos. En su virtud, 
además de mantener que los pronunciamientos sobre responsabilidad civil 
serán susceptibles de ejecución provisional con arreglo a lo dispuesto en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, establece que, a efectos de ejecutar la respon-
sabilidad civil derivada del delito o falta y sin perjuicio de la aplicación de las 
disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los jueces o tribunales podrán 
encomendar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria o, en su caso, 
a los organismos tributarios de las haciendas forales las actuaciones de 
investigación patrimonial necesarias para poner de manifiesto las rentas y el 
patrimonio presente y los que vaya adquiriendo el condenado hasta tanto no 
se haya satisfecho la responsabilidad civil determinada en sentencia. 
Todas estas novedades, tendentes a facilitar el pago de la responsabilidad 
civil, derivada del delito o falta, merecen una clara valoración positiva. Sin 
duda, el problema de la víctima, con el consiguiente perjuicio económico, es 
una de las asignaturas pendientes de nuestra justicia penal. Y, aunque todavía 
faltan por darse muchos pasos en la dirección de su íntegra y completa 
protección procesal, no hay duda de que los comentados inciden favorable-
mente en su defensa. Como dice la Exposición de Motivos (IX) de la citada Ley 
Orgánica 7/2003, se persigue «dotar a la Administración de Justicia de más 
medios legales que le permitan una eficaz ejecución de las sentencias». 
5.11.3. Otras cuestiones 
Por Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, se introdujeron importan-
tes reformas en el vigente Código Penal, algunas de las cuales son de interés 
para la ejecución procesal; así lo referente a: control electrónico de ciertos 
penados (artículo 48), abono de la prisión provisional (artículo 58), trastorno 
mental del condenado (artículo 60), suspensión de la ejecución (artículos 80 
a 85) y sustitución de la pena (artículo 88). 
6. DERECHO PROCESAL DE MENORES 
En el año comentado, ha experimentado una importante reforma la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de 
los menores. Lamentablemente, tal como nos viene acostumbrando el 
legislador en los últimos tiempos, dicha modificación se ha recogido en una 
disposición (concretamente, la final segunda) de otra ley dedicada a una 
materia diferente; en este caso se trata, una vez más, de la Ley Orgánica 15/ 
2003, de 25 de noviembre (BOE de 26), por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
Pues bien, en la misma se introducen varias modificaciones. En primer 
lugar, se dispone que el Juez de Menores no podrá imponer una medida que 
suponga una mayor restricción de derechos ni por un tiempo superior a la 
medida solicitada por el Ministerio Fiscal o por el acusador particular (primer 
párrafo del artículo 8). La novedad consiste en la inclusión del acusador 
particular, al que se dedica esencialmente la reforma. 
En efecto, a partir de la entrada en vigor de la citada reforma (vigente 
desde el día siguiente de su publicación en el BOE), podrán personarse en el 
procedimiento como acusadores particulares, a salvo de las acciones previs-
tas por el artículo 61 de esta Ley, las personas directamente ofendidas por el 
delito, sus padres, sus herederos o sus representantes legales si fueran 
menores de edad o incapaces, con las facultades y derechos que derivan de 
ser parte en el procedimiento, entre los que están, entre otros, los siguientes: 
a) Ejercitar la acusación particular durante el procedimiento. 
b) Instar la imposición de las medidas a las que se refiere esta Ley. 
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c) Tener vista de lo actuado, siendo notificado de las diligencias que se 
soliciten y acuerden. 
d) Proponer pruebas que versen sobre el hecho delictivo y las circunstan-
cias de su comisión, salvo en lo referente a la situación psicológica, educativa, 
familiar y social del menor. 
e) Participar en la práctica de las pruebas, ya sea en fase de instrucción 
ya sea en fase de audiencia; a estos efectos, el órgano actuante podrá denegar 
la práctica de la prueba de careo, si ésta fuera solicitada, cuando no resulte 
fundamental para la averiguación de los hechos o la participación del menor 
en los mismos. 
f) Ser oído en todos los incidentes que se tramiten durante el procedimiento. 
g) Ser oído en caso de modificación o de sustitución de medidas impuestas 
al menor. 
h) Participar en las vistas o audiencias que se celebren. 
i) Formular los recursos procedentes de acuerdo con esta ley. 
Una vez admitida por el Juez de Menores la personación del acusador 
particular, se le dará traslado de todas las actuaciones sustanciadas de 
conformidad con esta ley y se le permitirá intervenir en todos los trámites en 
defensa de sus intereses. 
Se trata, pues, de la nueva redacción del artículo 25. El cambio obedece, 
a nuestro juicio, al clamor popular en torno a graves delitos sometidos al 
conocimiento de esta jurisdicción especializada y que merecieron gran 
atención en la prensa y en debates públicos. 
También, se añade una disposición adicional (la sexta) a la Ley Orgánica 
5/2000, abriendo la posibilidad en el futuro de una sanción más grave para 
hechos delictivos revestidos de especial gravedad, lo que se podría manifestar 
en la posibilidad de prolongar el tiempo de internamiento, en centros 
especiales e, incluso, a partir de la mayoría de edad, en centros penitencia-
rios ordinarios. En suma, se contempla atender a los problemas que, en la 
actualidad, plantea la ejecución de las medidas impuestas, especialmente 
con los menores muy peligrosos y los que ya han cumplido la mayoría penal 
(aunque estén todavía cumpliendo las medidas impuestas por los hechos 
cometidos durante su minoría). 
7. DERECHO PROCESAL MILITAR 
Diversas son las principales novedades de interés en este ámbito juris-
diccional especial. La primera es de carácter legislativo y atañe a dos textos 
legales fundamentales en la jurisdicción militar; la segunda trata de una 
cuestión planteada ante el Tribunal Constitucional. 
7.1. Ley de competencia y organización de la jurisdicción militar 
Por Ley Orgánica 9/2003, de 15 de julio (BOE de 16), se modifica la citada 
Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio. 
Como se dice en la Exposición de Motivos, no se pretende con dicha 
reforma ninguna revisión del sistema, que se mantiene íntegro tanto en su 
estructura como en sus principios rectores. Ahora bien, sí se introducen 
algunas modificaciones necesarias para adecuar plenamente el funciona-
miento de la jurisdicción militar a ciertas exigencias doctrinales que, sobre 
todo por vía de interpretación jurisprudencial, se han ido imponiendo en 
relación con principios esenciales de la función jurisdiccional. 
Así ocurre, de manera especial, con el tema del derecho a un juez 
imparcial. Como señala el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la 
imparcialidad objetiva de un tribunal puede verse comprometida cuando 
alguno de los miembros que lo forman ha intervenido con anterioridad 
adoptando algún tipo de decisión en el seno del mismo procedimiento que le 
haya obligado a entrar en contacto con el material probatorio obrante en 
aquél o emitido alguna valoración o juicio sobre los hechos investigados, 
susceptible de producir algún prejuicio sobre la culpabilidad del acusado. 
La misma Exposición continúa afirmando que, con el fin de prevenir la 
eventual «contaminación» (el término y el entrecomillado son suyos) y 
garantizar la imparcialidad o neutralidad de los órganos judiciales militares 
con carácter general, se hace preciso modificar la composición numérica de 
los Tribunales Militares cuando se trate de celebrar juicio oral y dictar 
sentencia en procedimientos por delito y en los recursos jurisdiccionales en 
materia disciplinaria militar (tres miembros, en lugar de los cinco anteriores). 
En tal sentido, se modifican algunos preceptos de la Ley Orgánica 4/1987, 
de 15 de julio (concretamente, los artículos 39, 41, 49 y 51). También, se 
aprovecha la oportunidad para realizar ligeros retoques de carácter técnico, 
así como para actualizar ciertas denominaciones orgánicas (artículos 23, 46, 
62, 63, 79, 92, 119 y 122, y disposición adicional primera). Igualmente, en la 
misma disposición reformadora, se reincorporan a la mencionada Ley Orgá-
nica de competencia y organización de la jurisdicción militar las normas sobre 
responsabilidad disciplinaria judicial en este ámbito (artículos 128 a 143). 
Por último, dicha Ley Orgánica suprime una especialidad de la Jurisdicción 
Militar, como era la legitimación especial de los Mandos Militares Superiores 
para interponer recurso de casación (en consecuencia, quedan sin contenido 
el título VI de la citada Ley y los artículos 111 a 114 comprendidos en el 
mismo). 
7.2. Ley Procesal Militar 
Igualmente, por la citada Ley Orgánica de 15 de julio de 2003 (BOE de 16), 
a través de su disposición adicional segunda, se reforma la Ley Orgánica 2/ 
1989, de 13 de abril. 
En armonía con las afirmaciones contenidas en la Exposición de Motivos y 
con las modificaciones introducidas en la Ley de competencia y organización 
de la jurisdicción militar respecto a las materias apuntadas más arriba, 
igualmente, se reforman algunos preceptos de la Ley Procesal Militar 
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(concretamente, los artículos 47, 82, párrafo segundo, 92, 97, 252 y 339, 
párrafo segundo) y quedan otros sin contenido (artículos 327 y 433, párrafo 
primero, letra d). 
7.3. Cuestión de inconstitucionalidad 
El Tribunal Constitucional, por providencia de 21 de octubre de 2003 (BOE 
de 1 de noviembre), admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad 
número 5580-2003 planteada por el Tribunal Militar Territorial Primero, con 
sede en Madrid, en relación con el artículo 108, párrafo 2, de la Ley Orgánica 
4/1987, de 15 de julio, de competencia y organización de la Jurisdicción 
Militar, y el artículo 127, párrafo 1, de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, 
Procesal Militar, por posible vulneración de los artículos 14 y 24.1 de la 
Constitución. 
Ambos preceptos aluden a la imposibilidad de ejercer, ante la jurisdicción 
militar, la acusación particular y la acción civil, cuando el perjudicado y el 
inculpado sean militares, si entre ellos existe relación jerárquica de subordi-
nación, sin perjuicio de ejercer la acción civil ante la jurisdicción ordinaria. 
Lógicamente, se plantea la cuestión de si ello podría ir en contra de lo 
prescrito en el artículo 14 de la Constitución (igualdad de todos los ciudada-
nos, sin discriminación) y del 24.1 del mismo texto fundamental (derecho a 
la tutela judicial efectiva y prohibición de indefensión). 
Recuérdese que nuestro ordenamiento procesal penal permite el ejercicio 
de la acusación particular por parte de la víctima en todo proceso penal, así 
como el ejercicio de la acción civil, acumulada a la penal, en el seno del aquel 
proceso, o más tarde a través del cauce procesal civil. Mantener, pues, la 
imposibilidad legal denunciada, no obstante las características peculiares del 
ámbito castrense, podría constituir, a nuestro juicio, una infracción de los 
derechos fundamentales mencionados recogidos en el texto constitucional. 
8. DERECHO PROCESAL INTERNACIONAL 
Hay que destacar las Declaraciones sobre la admisión de la Jurisdicción del 
Tribunal Internacional del Derecho del Mar (Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, hecho en Montego Bay el 10 de diciembre 
de 1982) (publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 39, de 14 de 
febrero de 1997), (BOE de 17 de julio de 2003): 
Sustitución de la Declaración formulada por España al ratificar la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de conformidad con su 
artículo 287.1, por la siguiente Declaración: «De conformidad con lo dispuesto 
en el párrafo 1 del artículo 287, el Gobierno de España declara que elige el 
Tribunal Internacional del Derecho del Mar y la Corte Internacional de Justicia 
como medios para la solución de las controversias relativas a la interpretación 
o a la aplicación de la Convención». 
Declaración que España va a formular a la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, de conformidad con su artículo 298.1 a): «El 
Gobierno de España declara que, de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 1. a) del artículo 298 de la Convención, no acepta los procedimientos 
previstos en la Sección 2 de la Parte XV para la solución de las controversias 
relativas a la interpretación o la aplicación de los artículos 15, 74 y 83 
concernientes a la delimitación de las zonas marítimas, o las relativas a bahías 
o títulos históricos.» 
